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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMA: INIMPUTABILIDAD / TRASTORNO MENTAL TRANSITORIO / PRUEBA DE LA CONDICIÓN DE INIMPUTABLE
INIMPUTABLE – No es una categoría médica, es un concepto y categoría jurídica

La jurisprudencia, tratándose de personas con algún grado de discapacidad, entre ellos quienes tuvieren algún trastorno mental o psicológico, ha enfatizado en las actividades que al respecto debe desarrollar la Fiscalía, defensa, Ministerio Público e incluso la misma judicatura, en procura de lograr la garantía de sus derechos. De igual manera se indicó en el aludido proveído, que para que una situación de discapacidad física o psicológica del procesado derive en su inimputabilidad, como fenómeno jurídico que es, se requiere que: (i) haya existido al tiempo de la conducta antijurídica realizada, (ii) provenga de un trastorno mental o de inmadurez psicológica, y (iii) haya anulado la facultad de discernir la ilicitud de aquel comportamiento y/o de autodeterminarse.
PRUEBA DE LA CONDICIÓN DE INIMPUTABLE – Existe libertad probatoria.

… De conformidad con lo reglado en el canon 33 C.P. son inimputables quienes al momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuvieren la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con ese entendimiento, por inmadurez sicológica, trastorno mental o estados similares. La Corte Constitucional, en punto de la exigencia para la acreditación de la inimputabilidad, en la sentencia C-107 de 2018, manifestó: “[…] el juez, para establecer la inimputabilidad del procesado, puede valerse de varios elementos materiales probatorios y no solo del informe pericial, principalmente, de la historia clínica del sujeto, documentos, entrevistas de amigos, familiares, compañeros, la víctima, etc.
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SALA N° 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
    Pereira, tres (3) de diciembre de dos mil veinticuatro (2024)
  ACTA DE APROBACIÓN N° 1272

  SEGUNDA INSTANCIA
Radicación: 66001610648420170045301
	Acusado: 
	L.M.A.A.

	Cédula de ciudadanía:
	1.0XX.XXX.XXX expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Violencia intrafamiliar Agravada

	Víctima:
	J.L.A.A. -padre de la procesada-

	Procedencia:
	Juzgado Noveno Penal Municipal de Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Defensa contra la sentencia condenatoria de septiembre 11 de 2024. Se confirma parcialmente e impone medida de seguridad.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y ACTUACIÓN PROCESAL
1.1.- Los hechos fueron planteados por la funcionaria de primer nivel en el fallo confutado, acorde con el contenido del escrito acusatorio, de la siguiente manera:

“El 7 de mayo de 2017, siendo las 10:30 horas aproximadamente, frente a la residencia de la manzana 10 casa 4 barrio Intermedio de la comuna Villa Santana de Pereira, fue capturada por agentes de la Policía Nacional L.M.A.A. tras haber agredido física y verbalmente a su progenitor desde las 04:00 horas aproximadamente, cuando llegó a la casa sin dejar dormir a los demás y posteriormente salió y empezó a lanzar piedras a la residencia porque su hermana no le dio dinero, razón por la que su papá, el señor José Leonel, salió también a llamarle la atención y empezó a lanzarle piedras y otros objetos a él, lesionándole el tabique con una de esas piedras por lo que su hermana llamó a la Policía, sin que su presencia le impidiera continuar ejerciendo tales agresiones.”
1.2.- En febrero 14 de 2019, ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Pereira (Rda.) con función de control de garantías, se llevaron a cabo las audiencias preliminares por medio de las cuales: (i) se declaró en contumacia a la señora L.M.A.A.; y (ii) como consecuencia de lo anterior, a través de la defensora pública asignada, se le formuló imputación por el delito de violencia intrafamiliar agravada por haberse cometido contra una persona mayor de 60 años -art. 229 inciso 2° C.P.-. 
1.3.- Posteriormente, la Fiscalía 23 CAVIF, radicó escrito de acusación (mayo 10 de 2019), el cual le fue asignado al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira (Rda.) -actualmente Juzgado Noveno Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta capital-, donde le atribuyó igual conducta que le fuera imputada, despacho ante el cual se realizaron las audiencias de formulación de acusación (septiembre 7 de 2020), preparatoria (diciembre 13 de 2022) y juicio oral (octubre 17 de 2023 y julio 8 de 2024), fecha última en la que se emitió un sentido de fallo condenatorio, y en septiembre 11 de 2024 se dictó sentencia en la que: (i) se condenó a L.M.A.A., como autora responsable del delito de violencia intrafamiliar agravada, con circunstancia de marginalidad, a la pena de 12 meses de prisión, así como la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por similar término de la pena de prisión; y (ii) se le negó por prohibición legal, la suspensión condicional de la ejecución de la penal.
1.4.- Para emitir tal determinación, la A-quo consideró que no hay duda respecto de la materialidad de la ilicitud, amén de las agresiones físicas y verbales padecidas por el señor J.L.A.A. por parte de su hija L.M.A.A., corroborándose con las pruebas allegadas a juicio el compromiso en tal conducta, y el agravante en que incursionó dado que el afectado es mayor de 60 años, quien además de relatar lo sucedido dio cuenta de la dinámica familiar por el consumo de estupefacientes de su hija, máxime que los medicamentos para mantener estable su estado de ánimo ya no le hacen efecto. Así mismo la hermana de la procesada refirió la difícil convivencia con esta. No existe por lo tanto duda que la acusada maltrató física y psicológicamente a los integrantes de su familia, particularmente a su progenitor, a quien lesionó en su rostro al lanzarle una piedra en medio de una discusión que se generó por su necesidad de conseguir dinero para su consumo de estupefacientes.
Frente a la culpabilidad, la defensa solicitó se reconociera como inimputable por su estado de alteración, a raíz de la necesidad incontrolable de consumir estupefacientes, lo que se soporta en historia clínica que fuera estipulada, donde se evidencia que desde temprana edad fue diagnosticada con trastorno mental del comportamiento y afectivo bipolar, por lo que requiere atención por especialistas en psiquiatría y la formulación de medicamentos para tratar su patología, pero si bien es cierto de allí se desprende que la procesada ha tenido episodios de desorientación y trastornos asociados a la ingesta de estupefacientes, no se cuenta con prueba que permita sostener que esa condición mental tuvo incidencia en la comisión del hecho, al no advertirse nexo causal entre ello y la lesión al bien jurídico, a la vez que se desconoce que L.M.A.A. no comprendiera para ese instante la ilicitud, o que no pudiera determinarse, pues su comportamiento siempre ha sido agresivo.
Lo discutido por la defensa no se agota con el hecho del uso prolongado de drogas por parte de la acusada lo que le ha causado una alteración mental y síndrome de dependencia, sino que le correspondía dejar en evidencia que tal condición le imposibilitó entender el reproche legal que le generaba causar lesiones a su progenitor, y lo que se acredita con la historia clínica no demuestra su inimputabilidad, al ser insuficiente sin el concepto médico, estimar que su trastorno mental le impedía el control y comprensión de sus actos.  Para el despacho las pruebas indican que ejecutó la conducta con conocimiento de su comportamiento, al saberse que agredir a su padre es un actuar ilícito, lo que inscribe su accionar en la modalidad dolosa. Como lo pidió la defensa, se reconoció la condición de marginalidad de la investigada.  
1.5.- La defensora manifestó su inconformidad con la decisión e interpuso recurso de apelación que sustentó por escrito.

2.- DEBATE 

2.1- Defensa -recurrente-
Pide se decrete la inimputabilidad de la procesada y que se dé el tratamiento penal en esa condición, para lo cual expone:
Disiente de lo planteado en el fallo al no reconocer la inimputabilidad de su defendida, pues en uso de la libertad probatoria, demostró lo contrario en juicio con la prueba documental y testimonial arrimada, que no fue debidamente valorada. Señala que, en la certificación de la URI, consta la evidencia del estado mental de la defendida cuando se presentó ante el juez de garantías, lo que impidió formularle imputación; además de lo expuesto por las víctimas y los policiales que la capturaron, se da cuenta de su estado alterado y salido de la normalidad, cuyo análisis no resiste promulgar que entendía la ilicitud de su actuar y que se determinara en ese momento. Se demostró que L.M.A.A., sufría de trastorno mental de vieja data, que le fuera diagnosticada según la historia clínica estipulada, lo que corrobora su padre y hermana, quienes revelaron que es paciente psiquiátrica, que ha estado recluida en el hospital mental y cuando carecía de dinero para consumir se salía de control, se tornaba agresiva y realizaba comportamientos anormales.
De lo allegado a juicio se tiene claro cuál era el panorama de la salud mental de su representada, afectada por el trastorno que padece hace varios años, y su comportamiento está relacionado con una condición mental que no puede controlar, de ahí que con los medios de prueba autorizados se demostró que sufre una alteración de dicha índole, como lo señala el canon 33 C.P.
En juicio se acreditó la relación directa entre el trastorno de L.M.A.A. y los hechos por los que se le acusó, incluso, la audiencia de imputación no se pudo realizar por su estado mental, ordenándose su remisión a una institución mental para su tratamiento por su evidente afectación, lo que reafirma su condición para el instante del hecho.
Con fundamento en la libertad probatoria, la inimputabilidad no necesariamente tiene que descansar en un dictamen médico legal, y se aportó y debatió suficiente material probatorio para declararla, o por lo menos con estas tampoco podía sostenerse que la acusada no sufría enfermedad mental y gozaba de voluntad para dirigir su acción a cometer el punible.
2.2.- Los demás sujetos procesales, guardaron absoluto silencio. 
2.3.- La A-quo concedió la apelación en el efecto suspensivo, y dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04, al haber sido oportunamente interpuesto y debidamente sustentado recurso de apelación contra la sentencia de condena, por parte del defensor.
3.2.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer, acorde con el recurso de alzada, si obran pruebas que permitan pregonar que la señora L.M.A.A., hallada responsable por el delito de violencia intrafamiliar agravada, en estado de marginalidad, era inimputable al momento de la comisión de la ilicitud, como lo pregona la defensa, en cuyo efecto deberá emitirse la decisión que en derecho corresponda.
3.3.- Solución a la controversia

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 C.P.P., para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan cimiento en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

En este caso en particular, y como viene de verse del recurso de apelación impetrado por la defensa de la señora L.M.A.A., la misma en momento alguno cuestionó la materialidad de la ilicitud que a esta se le endilgó, ni mucho menos su responsabilidad en el delito de violencia intrafamiliar agravada, donde resultó lesionado su padre J.L.A.A., quien para la fecha del hecho contaba con 69 años de edad -nació en enero 20 de 1948-, ya que su disenso se centró en el hecho de que la funcionaria de primer nivel no consideró a su prohijada como inimputable, para que se le impusieran las medidas de seguridad a que hubiere lugar.

No obstante, debe decirse que aunque no se cuestionó la responsabilidad de la acá procesada, en juicio oral, se arrimaron elementos materiales probatorios que dan cuenta que en efecto en mayo 7 de 2017, siendo las 10:30 horas aproximadamente, L.M.A.A. alegaba con su consanguínea JENNY ALEJANDA ARIAS ALZATE, por cuanto no le daba plata para un cigarrillo, dada su adicción a los estupefacientes, y cuando el padre de ambas decidió intervenir, la acá procesada empezó a lanzarles piedras y con una de ellas lo agredió, causándole una “herida en el puente nasal” -otorgándosele una incapacidad médico legal definitiva de 10 días, sin secuelas médico-, lo que conllevó la aprehensión de la acá investigada.  

Pues bien, con ese obligado prolegómeno, con base en esa realidad procesal y en atención al principio de limitación que impera en el trámite del recurso de apelación, a la Sala le corresponde abordar ahora única y exclusivamente el tema central del debate, el cual como acaba de decirse gira en torno al no reconocimiento de la inimputabilidad de la sentenciada.
De ahí entonces que la Sala deberá proceder a establecer si la procesada incurrió en el hecho que le fuera atribuido en condición de inimputable,  lo que negó la A-quo al considerar que si bien de la historia clínica estipulada se da cuenta que ha tenido trastornos asociados a la ingesta de estupefacientes, no existen elementos de prueba para corroborar que su condición mental tuvo incidente en el hecho endilgado, al no evidenciarse nexo causal, y por ende se desconoce que L.M.A.A. no comprendiera la ilicitud o que no pudiera determinarse, ya que su comportamiento siempre ha sido agresivo con su núcleo familiar, sin que lo consignado en la historia clínica acredite la aludida inimputabilidad, al ser insuficiente sin el concepto médico respectivo, al existir enfermedades de esa naturaleza que afectan el estado de ánimo y el pensamiento pero no los enajena de la realidad así sea de manera transitoria, y por lo mismo estimó que L.M.A.A. ejecutó la ilicitud con conocimiento de su comportamiento, al saberse que agredir a su padre es un actuar ilícito, lo que inscribe su conducta en la modalidad dolosa.

Con miras a resolver lo que en derecho corresponda y como quiera que en sentir de la Sala desde la génesis de la presente actuación, los sujetos procesales advirtieron comportamientos en la joven acusada, que podrían dar pie a pensar que padecía una afectación de índole mental, considera importante traer a colación lo que sucedió en las audiencias preliminares e incluso lo que se debatió en una de las fallidas audiencias de acusación, sobre ese particular, para luego ahí si ingresar en el estudio de las pruebas arrimadas a juicio para dilucidar si es procedente acceder a la pretensión defensiva.

En ese entendido tenemos que en la audiencia celebrada en mayo 8 de 2017 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira (Rda.), con función de control de garantías, una vez el fiscal 29 local URI, expuso la solicitud para que se declarara la legalidad de la captura, la defensa dejó constancia de las situaciones “psíquicas” de su representada, cuya entrevista inicial fue difícil, aunque trató de asesorarla y logró establecer que sus derechos como capturada fueron respetadas, pero deja claro que acorde con lo mencionado por el padre de esta al parecer ostenta una condición de marginalidad por “un trastorno mental por consumo de estupefacientes”.  
La A-quo en esa ocasión, si bien decretó la legalidad de la captura, al notar a la indiciada desorientada o dispersa, sin saber si estaba bajo el influjo de estupefacientes y en uso de sus facultades mentales, requirió a defensa y Fiscalía para que verificaran lo pertinente, ante lo cual la primera reiteró que su cliente no está en condiciones de  entender la audiencia que se surtirá y pide se le traslade a un reconocimiento médico, y a su turno el fiscal refirió que si bien no es posible determinar si el comportamiento lo es por un trastorno mental o psicológico o por influjo de sustancias -esto último lo desestimó dado el lapso transcurrido desde su captura-,  consideró que la imputación se podía hacer con su defensora, quien insistió en que su prohijada debía recibir atención médica al no estar en condiciones de atender la imputación.

Con fundamento en ello la juez mencionó que si bien la imputación es un acto de comunicación, la persona debe estar en pleno uso de sus facultades mentales para poder dar vía libre a su realización,  pero la situación que evidencia no es garantía, al avizorar que ello va más allá de la consecuencia del consumo de estupefacientes, por lo que permitir la audiencia sería trasgredir su derecho a la defensa, y ordenó que fuera sometida a valoración médica, máxime que el fiscal adujo que no pediría medida de aseguramiento, para que se le brinde la atención que requiera con cargo a la EPS a la que se encuentre afiliada. Finalmente, la aludida imputación, donde la joven L.M.A.A., fue declarada en contumacia, se efectuó aproximadamente 21 meses después, esto es, en febrero 14 de 2019.

Ahora, en julio  2 de 2020, cuando se realizaría la audiencia de formulación de acusación, ante el entonces Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, y dado el diálogo que con antelación a la instalación de la audiencia se tuvo entre Fiscalía y defensa, donde se dejó entrever por la fiscal que la acusada es aquella “que tiene un problema mental que no ha querido ir a las citas médicas”, una vez se dio inicio a la misma, la defensa, dio cuenta que conforme a las dudas planteadas por la Fiscalía, en el sentido que la procesada es paciente psiquiátrica y que tiene la historia clínica, considera que ello debe ser establecido en la actuación, por lo que pide se suspenda la audiencia, por lo que la fiscal señaló: “es cierto que se trata al parecer de una paciente psiquiátrica que no ha comparecido ni siquiera a la formulación de imputación que tuvo que hacerse en la declaratoria de contumacia y se tiene pues todo dispuesto para enviarle a una valoración psiquiátrica”, lo que a la postre generó la suspensión de la aludida diligencia.
De lo allí evidenciado, se tiene que desde la génesis de la actuación, por parte de Fiscalía y defensa se advertía que la joven L.M.A.A., al parecer tenía un problema de índole mental, lo que conllevó a que inicialmente la juez con función de control de garantías, como era su deber, decidiera no dar viabilidad a dicha audiencia para corroborar la condición médica de la indiciada, lo que finalmente no se logró acreditar, al menos pericialmente, ante la negativa de esta de acudir voluntariamente para que le fuera practicada la valoración psiquiátrica pertinente. 

La jurisprudencia, tratándose de personas con algún grado de discapacidad, entre ellos quienes tuvieren algún trastorno mental o psicológico, ha enfatizado en las actividades que al respecto debe desarrollar la Fiscalía, defensa, Ministerio Público e incluso la misma judicatura, en procura de lograr la garantía de sus derechos
. De igual manera se indicó en el aludido proveído, que para que una situación de discapacidad física o psicológica del procesado derive en su inimputabilidad, como fenómeno jurídico que es, se requiere que: (i) haya existido al tiempo de la conducta antijurídica realizada, (ii) provenga de un trastorno mental o de inmadurez psicológica, y (iii) haya anulado la facultad de discernir la ilicitud de aquel comportamiento y/o de autodeterminarse. 
Pues bien, con miras a dilucidar lo pertinente y si bien la funcionaria de primer nivel negó el reconocimiento de inimputabilidad de la señora L.M.A.A., al no lograrse establecer pericialmente su condición mental para el momento del hecho, desconociéndose si ello tuvo incidencia en la comisión de la ilicitud atribuida, máxime que los episodios de trastorno que ha presentado se han derivado de la ingesta de estupefacientes, a ese respecto, debe decir la Sala desde ahora, que no le asiste razón a la funcionaria de primer nivel en su planteamiento, en tanto aunque es cierto no existe el referido dictamen pericial, que preferiblemente hubiera servido de medio científico para soportar una patología psiquiátrica, en la actuación sí se arrimaron elementos de prueba que dan fe de la condición médica de la procesada, de manera antecedente, concomitante y con posterioridad a lo sucedido, lo que permite pregonar, que con el análisis de esos EMP sí podría haber llegado a esa conclusión, lo que sostenemos por lo siguiente:

De conformidad con lo reglado en el canon 33 C.P. son inimputables quienes al momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuvieren la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con ese entendimiento, por inmadurez sicológica, trastorno mental o estados similares. La Corte Constitucional, en punto de la exigencia para la acreditación de la inimputabilidad, en la sentencia C-107 de 2018, manifestó: “[…] el juez, para establecer la inimputabilidad del procesado, puede valerse de varios elementos materiales probatorios y no solo del informe pericial, principalmente, de la historia clínica del sujeto, documentos, entrevistas de amigos, familiares, compañeros, la víctima, etc.[…]”
 
De igual manera, la Sala de Casación Penal
, ha sido enfática en señalar que:

“[…] la declaración de inimputabilidad no es un concepto médico sino jurídico y que la sola manifestación del perito no es suficiente para fundar la determinación de inimputabilidad, pues, ésta es «una categoría jurídica que le corresponde determinarla al juez encargado de decidir el asunto y no a los especialistas traídos por las partes», con base en el principio de libertad probatoria y de apreciación racional de las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica (Cfr. CSJ SP, 15 dic. 2000, rad. 13595; CSJ SP, 16 dic. 2009, rad. 10964; CSJ SP, 6 mar. 2013, rad. 39559 y CSJ SP, 10 dic. 2013, rad. 39565). 

En ese orden de ideas, debe evitarse el error –recurrente por demás–, de considerar que la prueba en que se cimienta la inimputabilidad es el dictamen pericial psiquiátrico. A pesar de ser éste uno de los más importantes, en últimas, es otro de los muchos medios probatorios que pueden ser allegados al proceso para tal efecto.”
Con fundamento en lo anterior y  ante la falta de la presencia de un siquiatra que pudiera valorar a la acusada en el preciso instante de cometer la infracción, o al menos al día siguiente cuando se ordenó por la juez de garantías que fuera llevada para recibir atención médica -en tanto de ello nada se aportó-, como sería lo ideal, la Sala deberá analizar los demás elementos alternativos o supletorios, precisamente aquellos apreciables por los sentidos al hacer parte del mundo exterior y que se derivan del comportamiento que de la investigada pudieron observar terceras personas, antes, durante y después del insuceso. Pero además y muy significativamente, de todo aquello que pudiera ser causa de su obrar.

En ese orden, tenemos entonces, que en curso del juicio oral y en relación con la condición en la que se encontraba para el día 7 de mayo de 2017, cuando agredió a su progenitor, se tiene que el IT. ALBERTO RIVERA PACHÓN, policial que acudió a la residencia del afectado ubicada en la manzana 10A del barrio intermedio bajo de la comuna Villasantana, donde además de ver a un persona ensangrentada, fue enterado que la hija de este fue quien lo lesionó con un elemento contundente, quien además le lanzaba palabras soeces, y respecto a la misma, ante pregunta en sede de contrainterrogatorio, informó que “mantenía muy exaltada y era muy agresiva”, esto es que “se le percibía una actitud agresiva con todos, con nosotros también, pues diciendo groserías y amenazando a todo el mundo”, y en sede de redirecto dijo que en esa residencia se atendían muchos requerimientos “porque tenían muchos inconvenientes con la muchacha […] siempre eran riñas ahí entre familia”, para referir en el recontra que “por lo general siempre era L.M.A.A. con la hermana o con el señor, que tenían disgustos”. 
De lo expresado por dicho uniformado, se tiene que la situación que se concitó en esa específica noche, no fue un hecho aislado, sino que ya había tenido ocurrencia en muchas ocasiones anteriores, lo que ameritaba la intervención constante de las autoridades, circunstancia que incluso reiteró el afectado.
En efecto, el señor J.L.A.A., padre de la procesada, al indagársele cómo ha sido la vida antes y después de los hechos refirió “eso sigue lo mismo, porque eso siempre, tiene que uno darle medicamento, si no le da el medicamento mejor dicho”, y al preguntársele si su hija está enferma y porqué toma medicamentos expresó: “a veces le dan medicamentos […] porque le mandan del hospital mental […] por el vicio, […] ella mete mucho vicio”, y adujo que desde que su hija está contenta desde que tenga vicio y cuando no “hay que controlarla con puras pastas y eso que a veces se las toma y a veces no se las toma, se emberraca con uno y eso sale es insultándolo a uno, quiebra los platos, eso hace todo, si le dejo plata a la mujer le quita la platica a ella […] para ella meter vicio […]”.  Fue enfático en sostener que su hija L.M.A.A., es agresiva, desde antes de los hechos y después ha sido lo mismo, nunca cambia, mantiene insultándolos, a la mamá le saca cuchillo y cuando le deja plata para la comida se la quita para meter vicio, por lo que cada rato se llama a la Policía.  Expresa que su hija quiebra los vidrios de los vecinos, a él le toca pagar, cada rato tiene problemas con la gente, y dos de los tres hijos que L.M.A.A. se los quitó el Bienestar por el vicio de ella.  En sede de contrainterrogatorio indicó que la tiene que llevar al hospital mental porque se descontrola y en ocasiones hay que hacerlo con la Policía, y allá está 8 o 15 días, se mejora, le dan pastas, la sueltan y sigue igual. Refiere que L.M.A.A. ha recibido tratamiento en el Hospital Mental, que en oportunidades le dan citas, pero dice que no tiene a que ir por allá, y que se alborota o descontrola cuando no tiene para el vicio. Señaló que su hija cuando consume esta calmada un poquito, pero luego se alborota porque quiere consumir más, y al no tomarse las pastas o al no obrarle por haber consumido mucho, le da por “tirarles”. 
La señora JENNY ALEJANDRA ARIAS ALZATE, hermana de la procesada, dijo que esta le dice muchas groserías a su papá, el día de lo sucedido estaba muy agresiva, amenazó a su papá que lo iba a matar con la piedra, hablaba mucho disparate, se exalta mucho, empieza a pelear con ella sin haberle cogido nada, por cuanto dice que se le mete el bazuco. Menciona que su consanguínea daña las casas a los vecinos, le ha robado a su papá y los hijos los tiene el Bienestar “porque ella toda la vida ha estado en el vicio de la marihuana, mete heroína, bazuco, pega y no hace nada, mantiene toda cochina”, y la llevan al médico con la Policía, pero no se toma las pastas, por cuanto a ella “nadie la manda”. Dejó constancia que su madre padece trastornos mentales.

De lo expuesto en juicio por el padre y la hermana de la joven L.M.A.A., se advierte que esta sufre un serio problema de adicción a los estupefacientes, desde muchos años atrás, lo que con seguridad le genera trastornos mentales de índole transitorio, derivados al parecer del “síndrome de abstinencia”, lo que la lleva a actuar de la manera en la que acá lo hizo, cuando se le niega el aporte de dinero para adquirir lo necesario para su ingesta. Y decimos que lo es de carácter transitorio, pese a no existir dictamen pericial que dé cuenta de una tal situación, por cuanto de la información que entregó su señor padre, se advierte que cuando se le presta la atención médica que requiere y toma los medicamentos que le son prescritos tiene un buen comportamiento, se calma, pero ello cambia una vez deja de hacerlo y procede nuevamente a consumir alucinógenos.

Ahora, no puede tampoco desconocerse que el estado anímico de la procesada, para el momento del hecho, quizás fue el mismo que en muchas otras ocasiones anteriores ha mostrado, o incluso posteriores, aunque en esa oportunidad fue más allá y lesionó a su progenitor, pero se aprecia como denominador común que ello se da en los instantes en que no está medicada, o se le pasó el efecto de los narcóticos, y en consecuencia busca a como dé lugar conseguir recursos para procurar los estupefacientes que consume desde muchos años atrás, circunstancia que bien pudo haber generado en ella dicho trastorno mental, el que ya había sido diagnosticado, al menos desde el año 2009, de acuerdo con lo plasmado en la historia clínica que fue objeto de estipulación probatoria, al haber sido tratada a nivel psiquiátrico y con medicamentos para ello, siendo diagnostica con “trastorno afectivo bipolar, trastornos mentales de comportamiento debido al uso de las drogas y desnutrición proteico calórica”.

En efecto, al revisar tal documento, mismo que ingresó en su integridad para ser valorado, como así lo dispuso la funcionaria del momento, se advierte que en mayo 16 de 2009, ingresó al Hospital Mental Universitario de Risaralda -HOMERIS-, y del cual egresó en junio 23 de 2009, en cuya estancia se le diagnosticó: “PSICOSIS DE ORIGEN NO ORGÁNICO, NO ESPECIFICADA”, “TRASTORNOS MENTALES Y DEL COMPORTAMIENTO DEBIDOS AL USO DE SEDANTES O HIPNÓTICOS”, así como “TRASTORNOS MENTALES Y DEL COMPORTAMIENTO DEBIDO AL USO DE CANNABINOIDES: TRASTORNO PSICÓTICO”.  Igualmente en septiembre 20 de 2017, fue nuevamente diagnosticada con “OTROS TRASTORNOS AFECTIVOS BIPOLARES” y “TRASTORNOS MENTALES Y DEL COMPORTAMIENTO DEBIDO AL USO DE MÚLTIPLES DROGAS Y A LA DESNUTRICIÓN PROTEICOCALÓRICA, NO ESPECIFICADA”, y finalmente en abril 19 de 2018  se le diagnosticó “TRASTORNOS MENTALES Y DEL COMPORTAMIENTO DEBIDO AL USO DE COCAÍNA SÍNDROME DE DEPENDENCIA”, oportunidad esta última donde el especialista tratante solicitó como procedimiento para la misma “COMUNIDAD TERAPEÚTICA CERRADA DE LARGA ESTANCIA CAD RESIDENCIAL DURANTE 12 MESES”.  

De ese obligado recuento acerca de las patologías que se le han diagnosticado a la señora L.M.A.A., en el HOMERIS, se puede evidenciar que desde el año 2009 presentaba alteraciones en su comportamiento, derivadas como viene de verse, del consumo de sustancias estupefacientes, lo cual como se plasmó en la historia clínica, datan desde que tenía 14 años de edad, lo que ha llevado a ser internada en el “Marceliano Ossa” y en “Hogares Claret”, y lo que se puede apreciar, acorde con lo declarado en juicio por su señor padre, es que tal situación no ha variado, al punto que su familia no sabe qué hacer, lo que llevó a su progenitor a señalar que “nos va es a acabar a nosotros”, si en cuenta se tiene que para esa fecha él contaba con 75 años y que la madre de la acusada, como así lo dijo su  hija JENNY ALEJANDRA, también padece un trastorno, condición que posiblemente aprovecha la acá acusada, para quitarle dinero con miras a adquirir estupefacientes.
De las pruebas arrimadas a la actuación en curso del juicio oral, así como lo evidenciado cuando se procuró adelantar las audiencias preliminares al día siguiente de la aprehensión de la señora L.M.A.A., considera la Sala, que para el día 7 de mayo de 2017, la misma se encontraba con un trastorno mental, al menos transitorio con base patológica, que bien pudo nublar su capacidad de comprender la ilicitud en que incurría en contra de su señor padre, a quien luego de lanzarle múltiples improperios, le propinó una pedrada que le generó una contusión a nivel nasal.

En relación con el trastorno mental transitorio, la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal ha sostenido que el mismo puede tener o no base patológica y al respecto señala:

“… (los trastornos mentales permanentes) “son aquellas afectaciones mentales graves, perfectamente instauradas, de evolución crónica y difícil recuperación, que al momento de los hechos investigados alteran de manera significativa las capacidades cognoscitivas y volitivas. Requieren tratamiento médico especializado, de manera inicial en un centro hospitalario y por definición son incurables. Sin embargo, con tratamiento se puede lograr una remisión de la sintomatología aguda que le permita a la persona reintegrarse a la sociedad.” 

De igual manera, el trastorno mental puede ser transitorio y tener o no base patológica, el transitorio con base patológica consiste en “la alteración mental severa que se genera en una disfunción biológica o de personalidad, de presentación aguda o crónica episódica (como en los casos de patología dual), que recidiva si no se somete a tratamiento y que, durante la ocurrencia de los hechos investigados, altera de manera significativa las capacidades cognoscitivas y volitivas. Requiere tratamiento psiquiátrico que, de acuerdo al caso, puede ser hospitalario o ambulatorio”
”

De ahí entonces que para la Corporación, esa condición médica, aunque no fue acreditada por especialista en la materia, ante la negativa de la señora L.M.A.A. de comparecer ante el INMLCF, como lo señaló su padre e incluso como se advierte de lo sostenido por Fiscalía y defensa, comporta pregonar que tal conducta no solo existía para la fecha de lo sucedido, sino que la misma era antecedente e incluso persistió con posterioridad a mayo 7 de 2017, como lo narró en el juicio celebrado en octubre 10 de 2023 su señor padre, evidenciándose que los acontecimientos que a esta se le endilgan indudablemente provinieron del trastorno mental que le ocasiona la falta de ingesta de sustancias alucinógenas, lo que la lleva a agredir a sus familiares, con el único fin de conseguir dinero para proveer su consumo, y esa situación, en sentir de la Sala, le impedía comprender la ilicitud en la que incurría, así como de autodeterminarse para proceder a su comisión.  
Para el Tribunal, no se puede negar o descartar, que la señora L.M.A.A. sí ha presentado signos y síntomas compatibles con algún grado de trastorno mental en su comportamiento, el cual al parecer se dio por la ingesta excesiva de sustancias estupefacientes, y cuando se enfrenta a momentos de no consumo, ya sea por la farmacología que se le receta por parte del hospital mental o por dejar de usarla, genera en la misma el síndrome de abstinencia que la hace obrar de manera inconsciente en contra de sus familiares, con el único fin de conseguir el dinero para saciar su adicción.
Y si bien la juez indicó que el comportamiento de L.M.A.A. siempre ha sido inadecuado y agresivo para con sus familiares, ello, en sentir de la Sala, lo ha sido precisamente derivado de las consecuencias de su adicción y específicamente, de aquellos instantes en que carece de estos, lo que la hace obrar de la forma en que acá lo hizo. Por ende, es altamente probable, que en el momento del hecho se presentara en ella un trastorno mental que le impidió comprender la comisión del ilícito de violencia intrafamiliar en el que incurrió y por consiguiente, ello dará lugar a ser declarada inimputable, en tanto para la Corporación, la misma actuó bajo la citada causal eximente, que en su caso fue capaz de aniquilar la conciencia en su obrar, y por tal motivo deberá ser sujeto pasible de una medida de seguridad y no aquella privativa de la libertad que le hubiera sido impuesta por la funcionaria de primer nivel, por lo cual si bien se acompañará el fallo de condena, se modificará la sanción a imponer para atribuirle una medida de seguridad.
MEDIDA DE SEGURIDAD A IMPONER:

De acuerdo con lo reglado en el canon 69 C.P., las medidas de seguridad para las personas declaradas inimputables son a saber: (i) la internación en establecimiento psiquiátrico o clínica adecuada; (ii) la internación en casa de estudio o trabajo y (iii) la libertad vigilada.

En este caso, como se dijo con antelación, y pese a la falta de dictamen psiquiátrico, considera la Sala de conformidad con la información suministrada por el padre de la procesada donde da cuenta que esta, al encontrarse bajo los efectos de los medicamentos recetados por los médicos del HOMERIS se calma, “alborotándose” cuando deja de tomarlos para recaer en el consumo excesivo de estupefacientes, e igualmente lo que se plasmó en la historia clínica meses después de lo acá acontecido -septiembre 20 de 2017-, donde se advierte que L.M.A.A. asistió al servicio de urgencias, donde indicó que se le había terminado el medicamento, y en esa precisa ocasión se consignó: “NO SE EVIDENCIAN ALTERACIONES SENSOPERCEPTIVAS NI DELIRANTES”, y que “NO SE EVIDENCIA ALTERACIONES MENTALES EN EL MOMENTO”, situación que en sentir de la Sala permite pregonar que la afectación mental que sufre es de índole transitoria con base patológica, en tanto acorde con lo que manifiestan sus familiares, su estado de alteración derivada de la ingesta de alucinógenos no cesa, la que incluso persistió después de los hechos, como se advierte de lo expuesto por su progenitor, y por ende podría volver a generar daños a sus congéneres o incluso a los vecinos de la comunidad donde reside, como así lo ha hecho a sus propiedades. Por consiguiente, el Tribunal, con miras a establecer la medida que debe imponérsele, acudirá a lo reglado en el canon 71 C.P., el cual dispone:

“ARTÍCULO 71. INTERNACIÓN PARA INIMPUTABLE POR TRASTORNO MENTAL TRANSITORIO CON BASE PATOLÓGICA. Al inimputable por trastorno mental transitorio con base patológica, se le impondrá la medida de internación en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución adecuada de carácter oficial o privado, en donde se le prestará la atención especializada que requiera.

Esta medida tendrá una duración máxima de diez (10) años y un mínimo que dependerá de las necesidades de tratamiento en cada caso concreto. La medida cesará cuando se establezca la rehabilitación mental del sentenciado.

Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se establezca que la persona se encuentra en condiciones de adaptarse al medio social en donde se desenvolverá su vida.

Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de ser tratada ambulatoriamente.

En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida podrá exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del respectivo delito.”
Ahora bien, la norma en cita refiere que el mínimo de la medida de seguridad se determina por el tratamiento que se requiera en cada caso concreto; luego entonces, para el asunto que nos concita se debe tener en cuenta que no se cuenta con dictamen pericial que permita a la Sala sustentar el lapso menor que deberá permanecer la señora L.M.A.A. en un establecimiento psiquiátrico, clínica o institución donde se le brinde la atención para la patología que padece, y por lo mismo tendrá en consideración los EMP que se aportaron al dosier, especialmente el contenido en la Historia Clínica allegada, donde se dispuso en abril 19 de 2018, que fuera internada en una “comunidad cerrada de larga estancia”, esto es, “durante doce meses” 
.
Así las cosas, se impondrá a la señora L.M.A.A., al haber sido hallada responsable del delito de violencia intrafamiliar agravada, con circunstancia de marginalidad y en calidad de INIMPUTABLE, la medida de seguridad consistente en internación en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución a cargo del INPEC, por un lapso de 12 meses; no obstante, y como así lo dispone la normativa en cita, tal medida podrá ser suspendida cuando a juicio de los profesionales tratantes se establezca que se encuentra en condiciones de adaptarse al medio social en donde desplegará su vida, o que pueda ser susceptible de recibir tratamiento ambulatorio.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo de condena proferido por el Juzgado Noveno Penal Municipal de Pereira (Rda.), en septiembre 11 de 2024 en contra de la ciudadana L.M.A.A., por el delito de violencia intrafamiliar agravado con circunstancia de marginalidad, pero SE MODIFICA en el sentido de considerar que obró en calidad de INIMPUTABLE, y por consiguiente se le IMPONE como MEDIDA DE SEGURIDAD, la consistente en INTERNACIÓN EN ESTABLECIMIENTO PSIQUIÁTRICO, CLÍNICA O INSTITUCIÓN A CARGO DEL INPEC, por un lapso de DOCE (12) MESES. Tal medida podrá ser suspendida cuando a juicio de los profesionales tratantes se determine que ya está en condiciones de adaptarse al medio social en donde desplegará su vida, o que pueda ser susceptible de recibir tratamiento ambulatorio.

Se ordena al despacho de primer nivel, que una vez en firme la presente sentencia, libre las comunicaciones a que hubiere lugar.

Esta providencia se notificará por estrados, y contra la misma procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá interponerse dentro del término de ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado 

� Cfr. CSJ SP4760-2020, 25 nov. 2020, rad. 52671.


� Cfr. CSJ SP4760-2020, 25 nov. 2020, rad. 52671.


� CSJ SP1417-2021, 12 abr. 2021, rad. 51814.


� Sentencia C-107 de 2018.


� CSJ SP, 28 jul. 2021, rad. 47063, reiterada en  CSJ SP, 9 sep. 2020, rad. 54497 y CSJ SP567-2022, 2 mar. 2022, rad. 52207


� Cfr. Expediente digital de primera instancia, PDF rotulado “72ElementosMaterialesProbatorios”, documento visible en la página 14 denominado “justificación de uso para procedimientos por fuera del plan obligatorio”, suscrito por médico del HOMERIS.
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